CAUSA Nro. 15.668- SALA IV-C.F.C.P. “CHE, Ziyin; LI Chengguo; CHOI, Kyuhak; DONG SOO, Jang s/recurso de casación”
Cámara Federal de Casación Penal

REGISTRO NRO. 2257/13
//la ciudad de Buenos Aires, a los 21 (veintiún)               días del mes de    noviembre     del año dos mil trece, se reúne la Sala IV de la Cámara Federal de Casación Penal integrada por el doctor Juan Carlos Gemignani como Presidente, y los doctores Mariano Hernán Borinsky  y Gustavo M. Hornos  como Vocales, asistidos por el Secretario actuante, a los efectos de resolver el recurso de casación interpuesto a fs. 79/88 de la presente causa nro. 15.668 del Registro de esta Sala, caratulada: “CHE, Ziyin, LI Chengguo, CHOI, Kyuhak, DONG SOO, Jang s/recurso de casación”; de la que RESULTA:
I.  Que la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de esta ciudad, resolvió el día 29 de marzo de 2012 en el marco de la causa 46.692 de su registro “…REVOCAR la resolución recurrida en todo cuanto dispone y fuera materia de apelación y, en consecuencia, SOBRESEER a Che Ziyin, Li Chengguo, Choi Kyuhak y Jang Dong Soo de las demás condiciones personales obrantes en autos, en orden a los hechos por los cuales fueron perseguidos, por no encuadrar en una figura legal, dejando constancia de que el procedimiento no afecta el buen nombre y honor del que hubieran gozado los imputados (arts. 336, inc. 3, y 441 del C.P.P.N)…” (fs. 74/77).
II. Que contra esa resolución interpuso recurso de casación la Sra. Fiscal General Adjunta Dra. Eugenia Anzorregui de Silva, el que fuera concedido por el a quo a fs. 94/94vta. y mantenido en esta instancia a fs. 104.
III. Que la representante del Ministerio Público Fiscal encarriló sus agravios en ambos incisos del art. 456 del código de forma. 
En primer lugar, consideró que en la resolución puesta en crisis se había dado una fundamentación aparente, vulnerando así los artículos 123 y 404 inciso 2º del Código Procesal Penal de la Nación.
Asimismo, indicó que se había incurrido en un vicio formal, invocando una “arbitrariedad sorpresiva”.

Respecto de los vicios “in iudicando”, la recurrente consideró que se había hecho una errónea interpretación de los alcances de los ilícitos encuadrados en los artículos 140, 145 ter inc. 1º del C.P. y del artículo 117 de la ley 25.871. 

Fue así que, luego de reseñar los hechos motivos de pesquisa y el resolutorio de la Cámara, la Fiscal General se adentró en la crítica concreta a dicho pronunciamiento. 

 En tal dirección, señaló que contrariamente a lo sostenido por el a quo no se podía sostener que los hechos atribuidos a los imputados no encuadran en una figura penal, pues de acuerdo a la génesis de la investigación y atendiendo a las pruebas colectadas las maniobras desplegadas, encuadran en los tipos penales comprendidos en los arts. 140, 145 ter del Código Penal en concurso ideal con el artículo 117 de la ley 25.871.
Para ello, consideró que para la configuración de estos delitos, no era necesaria la privación de la libertad (citó jurisprudencia al respecto) ni tampoco resultaba relevante el consentimiento de las víctimas, ya que la “servidumbre” se funda en la despersonalización. 

Agregó que en el caso particular, se trataba de un taller en el que “…trabajaban ocho personas divididas en dos turnos (diurno y nocturno) de 12 horas los cuales eran remunerados con sueldos que oscilaban entre los $1200 y $2500, algunos de esos trabajadores se encontraban encerrados en el piso superior del inmueble y fueron descubiertos por personal de la AFIP luego que el propietario del taller –Chen Ziyin- se opusiera al ingreso de los agentes. Por otra parte, algunos de los empleados del turno nocturno manifestaron que el encargado cerraba todos los accesos del taller con llave, razón por la cual ellos no podían entrar o salir hasta las siete de la mañana…” 
Sobre esta base, la Fiscal General cuestionó que se trataba de un caso de “mercado negro” de trabajo, en el que las víctimas carecían de todo tipo de cobertura contra los riesgos laborales y que tampoco se abonaban cargas sociales, lo que genera la situación de servidumbre que se imputa en la medida que evaden todo tipo de control estatal. 

A criterio de la recurrente, los imputados se aprovecharon de las circunstancias socio económicas y familiares de las personas que trabajan en los talleres textiles –extranjeros provenientes de países limítrofes que por su contexto social se ven compelidos a aceptar empleos en condiciones de precariedad-  puesto que algunos de ellos (D.R.G., N.Á.R. e I.C.C.), vivían en el domicilio particular de Zijin Che.
Por otro lado, consideró acreditado que el menor de edad K.A.A.P. de 16 años prestaba funciones en el taller textil de la calle E..... 432 de esta ciudad, en el marco de una relación laboral llena de irregularidades, situación en la que debió involucrarse dado su contexto familiar (debía mantener a su novia e hija de un año y medio), lo que evidenciaba un aprovechamiento de parte de Che Ziyin y Li Chengguo. 
Ante este cuadro de situación, indicó la recurrente que la mera minoridad ya significaba un aprovechamiento y que el descargo de los imputados en cuanto al desconocimiento de la edad de la víctima podría haberse visto superado por la simple solicitud de un documento de identidad. 

Finalmente, en orden a la conducta señalada en el artículo 117 de la ley 25.871, consideró que los informes de la Dirección Nacional de Migraciones que daban cuenta de las irregularidades en los ingresos al país de distintos empleados, permitían colegir que la ilegalidad de estas personas, era parte indispensable de la actividad comercial.

Finalmente, hizo reserva del caso federal.  



IV. Que durante la etapa procesal prevista por el art. 465, 4º párrafo y 466 del C.P.P.N. se presentó el Sr. Fiscal Dr. Ricardo Gustavo Wechsler, quien solicitó se haga lugar al recurso interpuesto por su colega de grado y se revoque el resolutorio recurrido.



En tal dirección, señaló que de la lectura de la sentencia impugnada se advierten los defectos de fundamentación que resienten su motivación lógica y desatienden el mandato del artículo 123 del C.P.P.N. en cuanto exige que las decisiones sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente en relación con las circunstancias comprobadas de la causa. 


Así las cosas, consideró que los imputados se habían abusado de los trabajadores que se encontraban de manera irregular en el país, haciéndolo trabajar extensas jornadas laborales a cambio de una remuneración exigua. 


         V. Que superada la etapa prevista en los arts. 465, último párrafo y 468 del C.P.P.N., de lo que se dejó constancia a fs. 123, quedaron las actuaciones en estado de ser resueltas. Efectuado el sorteo de ley para que los señores jueces emitan su voto, resultó el siguiente orden sucesivo de votación: doctores Juan Carlos Gemignani, Mariano Hernán Borinsky y Gustavo M. Hornos.

El señor juez Juan Carlos Gemignani dijo:

I. Que el recurso de casación interpuesto es formalmente admisible, toda vez que la sentencia recurrida es de aquellas definitivas previstas en el art. 457 del C.P.P.N., la parte recurrente se encuentra legitimada para impugnarla -art. 459 del C.P.P.N.-, los planteos esgrimidos encuadran dentro de los motivos previstos por el art. 456 del C.P.P.N., y se han cumplido los requisitos de temporaneidad y fundamentación requeridos por el art. 463 del citado código ritual.

II. A los efectos de una mejor comprensión del tema a decidir, cabe realizar un racconto de lo sucedido en la presente.

Tuvieron su génesis los actuados en virtud de la denuncia efectuada el Dr. Marcelo Colombo, Fiscal a cargo de la Unidad Fiscal de Asistencia en Secuestros Extorsivos y Trata de Personas (U.F.A.S.E.).

En dicha ocasión, se puso en conocimiento de la justicia nacional en lo criminal federal que en el domicilio de la calle E..... 432 de esta ciudad funcionaba un taller textil en el que posiblemente se desplegaran actividades en infracción a las leyes 25.871 y 26.364. 
Concretamente, la sospecha surgía a partir de las actas confeccionadas por funcionarios de la AFIP, de la Dirección Nacional de Migraciones y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al momento de inspeccionar el taller en el que trabajaba personal extranjero indocumentado.
De las tareas de investigación dispuestas sobre ese domicilio, se determinó que en la vivienda lindante, situada en la calle E..... 422 de esta ciudad, también funcionaba un taller textil que adoptaría idéntico modus operandi, por lo que se dispuso el allanamiento de ambos domicilios.
Como resultado de esas medidas, quedó acreditado que allí funcionaba un taller textil en el que trabajaban cinco personas de nacionalidad peruana; J.L.B., K.A.A.P. -de 16 años de edad-, P.R.R., J.M.C.L. y C.E.N.S.), dos de las cuales (C.L. y N.S.) lo hacían en condiciones migratorias irregulares.

 Del mismo modo, tuvo el a quo por probado que en el lugar existían dos turnos de trabajo de doce horas, razón por la cual se contaba con dos equipos de trabajo de ocho operarios en total. 
Además se determinó que el titular del taller era Che Ziyin y que el encargado era Li Chengguo (ambos de nacionalidad chilena).

En cuanto a la finca situada en la calle E..... 422 de esta ciudad, se confirmó que allí también funcionaba un taller textil en el que trabajaban cuatro personas (Jang Dong Soo -de nacionalidad coreana-, J.H.C.C., J.C.M.Q. -ambos de nacionalidad boliviana- y P.J.G.L. -de nacionalidad paraguaya-) dos de las cuales se encontraban en condiciones migratorias irregulares (M.Q. y G.L.). 
En ese lugar, además, se cumplían tareas en dos turnos de doce horas cada uno, por lo que se contaba con dos equipos de trabajo. Asimismo, se comprobó que el titular del taller era Choi Kyuhak y que el encargado era Jang Dong Soo (ambos de nacionalidad coreana).

Sobre esta plataforma fáctica, el juez de primera instancia dispuso el procesamiento sin prisión preventiva de Che Ziyin y Li Chengguo por encontrarlos prima facie autores penalmente responsables de los delitos previstos por los artículos 140 y 145 ter inciso primero ambos del Código Penal en concurso ideal con el contemplado por el artículo 117 de la ley 25.871 y de Jang Dong Soo y Choi Kyuhak, como autores de los delitos previstos en los artículos 140 del Código Penal y 117 de la ley 25.871.

Contra este resolutorio interpusieron recurso de apelación las defensas y el Sr. Fiscal de grado, lo que derivó en el pronunciamiento que aquí cuestiona el Ministerio Público Fiscal. 

III. Ahora bien, se advierte que los hechos motivos de imputación, no se encuentran en sí cuestionados, sino la interpretación de los mismos que ha realizado el a quo.
Al respecto, sostuvo la Cámara que “…más allá de las sanciones de carácter administrativo que pudieran corresponder aplicar al caso, permite sostener, con certeza negativa, que los hechos aquí investigados no encuadran en una figura legal…”.

Para así decir, entendió que “…si bien podría suponerse que los trabajadores de ambos talleres se desempeñaban al margen de ciertas disposiciones laborales y de seguridad social, lo cierto es que no se verifica en autos una ‘situación de explotación laboral o condición análoga’. No se advierte en el caso la implementación de mecanismos ilegales de captación de inmigrantes, ni otros actos dirigidos al aseguramiento o protección de la permanencia de esos individuos en el país, con la finalidad de obtener un beneficio económico diagramado como ‘política de empresa’.

Tampoco existen razones para suponer que los imputados hayan aprovechado la situación de vulnerabilidad de los trabajadores y los hayan sometido a condiciones de trabajo indignas, conforme lo requieren las normas aplicadas…”. 
Amén de ello, destacó el a quo que todos los trabajadores residían en sus domicilios particulares y que asistían al trabajo por sus propios medios. Aclaró que todos ellos percibían sus respectivos sueldos (entre $3.200 y $2.200) y que todos los empleados llegaron a trabajar a las fincas por recomendaciones de amigos o gente conocida que se desempeñaba en la industria textil.

Asimismo, fundó su postura en que ninguno de ellos ingresó al país con la finalidad de trabajar en alguno de los talleres en cuestión, que todos refirieron haber trabajado en otros establecimientos con anterioridad y que la jornada comprendía las horas extra trabajadas; que la jornada se veía disminuida por las interrupciones para cenar y descansar (en un lapso de 2 horas por turno).
Por otro lado, señaló la Cámara que ninguno denunció malos tratos por parte de los responsables de los talleres y que no existían vínculos entre el taller de la calle E..... 422 y el de E..... 432. 

Agregó que las condiciones de trabajo, al margen de las irregularidades administrativas observadas, no daban cuenta de una situación de explotación laboral y que las condiciones edilicias y de higiene observadas en los talleres eran dignas (existencia de baños para hombres y mujeres en buenas condiciones de mantenimiento e higiene, instalaciones eléctricas en buenas condiciones, salón de trabajo de dimensiones extensas, etc.).

Respecto del menor K.A.A.P., el a quo resaltó que trabajaba en condiciones migratorias regulares, toda vez que había obtenido su residencia permanente mediante expte. 3557162004 y que al momento del allanamiento, el nombrado se encontraba acompañado por su tío con quien regresó a su hogar luego del operativo. 



Por estos motivos, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de esta ciudad, entendió que existía certeza negativa en cuanto a la atipicidad de la conducta enrostrada. 

IV. a. Pues bien, llegado el momento de adentrarse en el análisis de los agravios introducidos por el Ministerio Público Fiscal, cabe señalar que de la lectura del expediente se desprende la existencia de dos situaciones de hecho netamente diversas, a pesar de los intentos del Ministerio Público por vincularlos.
En efecto, si bien se advierte una proximidad física evidente entre los talleres ubicados en los números 422 y 432 de la calle E..... de esta ciudad, lo cierto es que existen elementos que permiten escindir las conductas desplegadas por los encargados de uno y otro local. 

A tales fines, tengo en cuenta que conforme se pusiera de relieve en el auto de procesamiento dictado por el juez de instrucción a fs. 497/517, distintos fueron los hechos imputados a Dong Soo Jang y Chooi Kyuhak que a Che Ziyin y Li Chengguo. 

Repárese que los primeros debían responder como propietarios o encargados del taller de costura ubicado en la calle E..... 422 de esta ciudad, mientras que los dos últimos fueron impuestos por el mismo rol en el taller de la calle E..... 432, ciudad de Buenos Aires. 

De tal suerte, es dable analizar la situación de cada uno de ellos de forma separada, puesto que las variaciones fácticas de uno y otro, resultan sumamente relevantes para el tratamiento de la cuestión.     
b. Dicho esto me adentraré en el análisis de la situación de Che Ziyin y Li Chengguo, haciendo notar de modo prelimiar que la Dra. Eugenia Anzorreguy de Silva encarriló en parte su queja tildando de arbitraria la sentencia recurrida.

Al respecto, nuestra C.S.J.N. tiene dicho que, “la doctrina sobre sentencias arbitrarias no puede perseguirse la revocación de los actos jurisdiccionales de los jueces de la causa sólo por su presunto grado de desacierto o la mera discrepancia con las argumentaciones de derecho local, común o ritual en que se fundan” (Fallos: 311:1695), y que  la doctrina de arbitrariedad de sentencias “es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente” (Fallos: 311:1950).

Ante este cuadro de situación, se advierte que más allá de los esfuerzos del Ministerio Público, el plexo probatorio obrante en autos sólo permite arribar a la conclusión desincriminatoria confirmada por los judicantes, pues no se configuran los elementos de los tipos penales en juego.

 Ello es así, toda vez que si bien las condiciones en que se desempeñaban las personas que trabajaban en el taller textil de la calle E..... 432 de esta ciudad no eran óptimas, lo cierto es que para la configuración de los delitos barajados se requieren ciertos parámetros que no se dan en el particular. 

Concretamente, la línea divisoria que separa las faltas administrativas del ámbito laboral con los delitos enrostrados, resulta a veces demasiado delgada, lo que además se ve dificultado por la especial sensibilidad que genera el delito de trata, el cual ha sido materia de diversos compromisos internacionales de nuestro país. 

Sobre el punto, considero que la totalidad de las circunstancias tenidas en cuenta por el a quo, configuran un cuadro en el cual se descarta que la situación en la que se hallaban los trabajadores del taller textil, pueda ser encuadrada dentro del supuesto del artículo 140 o 145 del Código Penal.
Al respecto cabe recordar que se sanciona en aquella norma, la “…servidumbre o a otra condición análoga” que prevé el artículo 140 del C.P., cuyo requisito es “…el de cambiar la condición de hombre libre por la de siervo…”; ello a su vez se entiende como “…un estado en el que el sujeto activo dispone de la persona del sujeto pasivo como si fuese su propiedad, reduciéndolo prácticamente a condición de cosa, sin otorgarle contraprestación alguna por los servicios que de él recibe, y sin cualquier otro condicionamiento en el ejercicio de su poder; hay una completa subordinación de la voluntad del sujeto pasivo a la del activo, aunque se le permita a aquél desplegar su arbitrio libremente en reducidos sectores de actividad (p.ej., trasladarse de un punto a otro, adquirir bienes de consumo), en los que el sujeto activo voluntariamente no quiere ejercer su dominio…” (CREUS, Carlos, Derecho Penal Parte Especial, Ed. Astrea, Buenos Aires, 1998, Tomo I, pag. 273 y 274). 

Bajo este prisma entonces, se advierte que la situación de los empleados, en tanto poseían libertad de desplazamiento, percibían un sueldo, no fueron llevados ni permanecían allí mediante fraude o engaño y laboraban bajo condiciones dignas de higiene, aparecen como ajenas a la situación que el tipo penal requiere. 

Considero a tales fines que los relatos recogidos por los profesionales de la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las personas damnificadas por el delito de trata –ver fs. 409/422-.
De dichas constancias surge que efectivamente existía una relación laboral entre los responsables del local y las personas que allí trabajaban, esto es, más allá de la restantes circunstancias concomitantes que alrededor de esa relación se gestaron y que son materia de sanción administrativa. 

Es que en el particular, se trata de diferenciar aquellos casos en que la ley de trabajo estipula como una relación laboral, esto es cuando “…una persona física se obligue a realizar actos, ejecutar obras o prestar servicios en favor de la otra y bajo la dependencia de ésta, durante un período determinado o indeterminado de tiempo, mediante el pago de una remuneración…” y aquellos en los que no existe tal relación, merced a una verdadera relación de dominio entre el empleador y sus trabajadores.  

Asimismo, cabe recordar que “…[n]o toda explotación laboral del individuo implica, necesariamente, trabajo forzoso, por lo que no debe confundirse el concepto de trabajo forzoso simplemente con aquellos supuestos de bajos salarios, condiciones precarias, situaciones de necesidad económica o falta de alternativas laborales…” (Silvia Paredes de Caero, op. citada, pag. 320).

Así pues, el razonamiento efectuado por el a quo en ese sentido aparece ajustado a las reglas de la sana crítica y debe ser homologado. 
c. Ahora bien, especial atención merece el caso del menor K.A.A.P., quién a la fecha de los hechos sólo poseía dieciséis años de edad.    
En tal dirección, debe tenerse en cuenta que el Convenio sobre la prohibición de las Peores formas de Trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación, adoptado por la 87º Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo (año 1999) aprobado por Argentina mediante la ley 25.255 del 27/07/2000, cuyo art. 3º por la expresión “las peores formas de trabajo infantil” entre otras actividades, el trabajo forzoso u obligatorio y el trabajo, que, por su naturaleza o por las condiciones en que se lleva a cabo, es probable que dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños (Silvia B. Palacio de Caeiro (Directora), Tratado de Leyes y Normas Federales en lo Penal, Editorial La Ley, 2012, pag. 321). 

Por su parte, la ley 26.390 sobre Prohibición del Trabajo Infantil y Protección del Trabajo Adolescente, establece en el artículo 29 como edad mínima para ser admitido en un empleo, los dieciséis años. 

Pues bien, en los casos en que el delito de trata de personas se realiza con fines de explotación laboral, se requiere que se produzca una obligación a la realización de trabajos o servicios forzados, lo que a su vez contiene dos elementos. Por un lado, que exista amenaza de una pena y por el otro que el trabajo se realice de manera involuntaria. Ambos extremos deben entenderse de forma amplia, ya que “…el consentimiento original puede considerarse irrelevante si se ha utilizado el engaño o el fraude para obtenerlo…” (Silvia Palacio de Caeiro, Op. citada, pag. 319). 
Este precepto, además, se ve reforzado por las disposiciones de la ley 26.364, que en su artículo 3º reza “…El asentimiento de la víctima de trata de personas menores de DIECIOCHO (18) años no tendrá efecto alguno…”.

Concordantemente, tiene dicho esta Sala que “…la situación de vulnerabilidad hace referencia a una situación en la que la persona es más propensa a brindar su conformidad para ser explotado, y el abuso de esa situación ocurre cuando el autor usa intencionadamente o se aprovecha de la vulnerabilidad de la víctima para captarla, transportarla, trasladarla, acogerla o recibirla con el fin de explotarla, de modo que la persona crea que someterse a la voluntad del abusador es la única alternativa real o aceptable de que dispone y que resulte razonable que crea eso a la luz de su situación (cfr. “Nota orientativa sobre el concepto de ‘abuso de una situación de vulnerabilidad’ como medio para cometer el delito de trata de personas, expresado en el artículo 3 del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, elaborada por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito).” (Ver Causa 12.479, “PALACIO, Hugo Ramón s/ recurso de casación”, Registro 2149/12, rta. el 13 de noviembre de 2012).

Por otro lado, en ese mismo resolutorio se dijo que “…la vulnerabilidad de la víctima obedece a distintas razones, que pueden ser distintas a la edad. Según se ha definido en el documento de Naciones Unidas antes citado, la vulnerabilidad puede ser personal (por ej., una discapacidad física o psíquica), geográfica (porque la persona se encuentra en situación irregular en un país extranjero, social o lingüísticamente aislada) o circunstancial (por ej., desempleo, penuria económica)…”.
De esta manera, se cuenta ciertamente con parámetros objetivos sobre los cuales sentar esa distinción que el a quo realizara entre condiciones impropias de trabajo y una acción delictiva. 

Así pues, considero que la situación en la que se encontraban las víctimas trabajando y en particular A.P., si bien puede encuadrarse en un supuesto de trabajo no registrado, no es susceptible de persecución penal.

En virtud de ello, considero que esa delgada línea que se transita entre condiciones laborales inadecuadas y la trata de personas, en este caso permite homologar el pronunciamiento del a quo en orden al sobreseimiento  
IV. Ahora bien, distinto es el caso de los responsables del taller sito en E..... 422 de esta ciudad; en tanto no existe respecto de los imputados, la certeza negativa requerida por el artículo 336 del Código Procesal Penal de la Nación para el dictado del sobreseimiento.

En efecto, considero que el a quo ha soslayado que en dicha finca se produjo una restricción a la libertad ambulatoria inadmisible a la luz de los principios mínimos de humanidad. 

A tales fines, cobran especial relevancia las circunstancias en que fueran encontradas las personas que allí trabajaban. Nótese que de las constancias de fs. 275/276 y 277/278, de las cuales se desprenden que los funcionarios actuantes en el allanamiento practicado sobre el taller, debieron forzar la puerta de entrada para acceder al local, ya que éste se encontraba cerrado y ninguna de las personas que estaban trabajando podía abrirla, pues carecía de la llave. 

Por otro lado, surge de los informes de la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las víctimas damnificadas por el delito de Trata que los responsables del lugar se retiraban, cerrando la puerta de ingreso al inmueble llevando consigo la llave (ver fs. 411/412). 
Más aún, su contacto con el exterior se encontraba tan limitado que “…la oficina del taller se hallaba cerrada con una traba, por tanto los trabajadores no tendrían acceso a la misma, donde se encontraba un teléfono para poder efectuar las llamadas…” (confr. fs. 412).

De tal suerte, aparece como palmario que se produjo en la relación laboral entre las personas que allí trabajaban un quiebre que debería haber sido tratado por el tribunal a quo independientemente de la situación de los encargados del local de la calle E..... 432 de esta ciudad.
Así las cosas, se advierte en el resolutorio traído a estudio no ha analizado debidamente estas circunstancias y por tanto adolece de una fundamentación aparente, en lo que respecta al sobreseimiento dictado respecto de Choi Kyuhak y Jang Dong Soo. 
En efecto, las condiciones en que se encontraban las personas constituyen un real ataque al hombre libre que, lejos de una abstracción filosófica, se erige como un interés fundamental del Estado al que no se puede renunciar y que se tiene como presupuesto ineludible de la sociedad libre.
En orden a lo expuesto, el criterio adoptado por el juez de primera instancia en cuanto dictó el procesamiento de ambos imputados como autores del delito de reducción a la servidumbre, aparece como correcto. 

V. Finalmente, en orden al delito previsto en el artículo 117 de la ley 25.871, debe señalarse que los embates efectuados por el Ministerio Público Fiscal no logran desvirtuar el razonamiento del a quo, en la medida que se encuentra debidamente fundado a la luz de las constancias obrantes en el expediente.   
VI. Por todo ello, propongo al acuerdo HACER LUGAR PARCIALMENTE al recurso de casación interpuesto por la Sra. Fiscal General María Eugenia Anzorreguy, sin costas en esta instancia (art. 530 y 531 del C.P.P.N.), REVOCAR PARCIALMENTE la resolución recurrida en cuanto dispone el sobreseimiento de Choi Kyuhak y Jang Dong Soo, DEBIENDO ESTARSE al procesamiento dictado a fs. 497/517, sólo en orden a la posible comisión del delito previsto en el artículo 140 del Código Penal. RECHAZAR los restantes agravios introducido por la representante del Ministerio Público Fiscal. Tener presente la reserva del caso federal. 

Así voto.-



El señor juez doctor Mariano Hernán Borinsky dijo:
I.  A fin de abordar la cuestión aquí traída a estudio, cabe –tal como lo hizo el distinguido colega preopinante— escindir el análisis de los hechos objeto de la presente causa, distinguiendo lo referente a la situación del taller ubicado en la calle E..... 422, de aquél sito en E..... 432, ambos de esta ciudad; ello, por resultar hechos que, prima facie, resultan independientes uno del otro y que poseen sus propias características y circunstancias relevantes para la solución del caso.

II. En primer término, procederé a abordar los hechos relacionados al taller sito en la calle E..... 422 de esta ciudad. Con ese fin, corresponde señalar aquéllos elementos que el juez a cargo de la instrucción tuvo por corroborados al momento de dictar el procesamiento sin prisión preventiva de Dong Soo Jang y Choi Kyuhak. 

Respecto al hecho bajo análisis, el juez instructor imputó a Dong Soo Jang y a Choi Kyuhak ser propietarios y/o encargados del taller de costura ubicado en la calle E..... nº 422 de esta ciudad, lugar en el que trabajaban tres personas mayores de edad –J.H.C.C., C.M.Q. y J.G.L.-, a quienes habrían acogido y/o recibido con fines de explotación laboral abusando de su situación de vulnerabilidad (fs. 6/7).

Valoró lo que surge de las entrevistas realizadas por la profesional de la Oficina de Rescate y Acompañamiento a Personas Damnificadas por el delito de Trata del Ministerio de Justicia de la Nación en el sentido de que “…los referidos trabajadores son extranjeros provenientes de países limítrofes, quienes abandonaron su país de origen en busca de mejores oportunidades laborales, pero dada su condición de migrantes, la escasa educación formal, la ausencia de documentación argentina en algunos casos, hijos u otros familiares a su cargo, entre otras cosas se ven compelidos a aceptar empleos en condiciones de precariedad…” (fs. 6vta.).

Del mismo informe, se desprende que en el taller trabajarían ocho personas en total, divididos equitativamente en dos turnos. El turno diurno se extendía desde las 7:30 hs. hasta las 19:30 hs., mientras que el turno nocturno comenzaba a las 19:30 hs. y finalizaba a las 7:30 hs. del día siguiente.

Asimismo, valoró el magistrado instructor que los trabajadores coincidieron en que una vez finalizado el ingreso del turno noche, a las 20:30 hs., los encargados se retiran, cerrando la puerta de ingreso al inmueble, llevando consigo la llave. Expresaron también que, a las 7:30 hs., uno de los referidos encargados regresaba al taller para abrir y así permitir el egreso de los trabajadores del turno noche y el ingreso de los del turno día. Aseveraron que tenían la indicación de llamar por teléfono al Sr. Fabián –nombre utilizado por el imputado Dong Soo Jang— en caso de que ocurriese algún accidente. Sin embargo, sólo uno de los trabajadores contaba con el número de teléfono del Sr. Fabián agendado en su celular (fs. 6vta./7).

Por lo demás –destacó el juez a cargo de la pesquisa—, el portón metálico del frente del taller (que a su vez posee una puerta de chapa con rejas) estaba cerrada con llave y la oficina donde se encontraban los trabajadores estaba cerrada (desde su exterior) con traba “pasador tipo bayoneta colocado” (fs. 7).

Puso de relieve que “todos los trabajadores, manifestaron ante personal de la Oficina de Rescate mencionada, su disconformidad con la situación de encierro, y la atribuyeron a ‘la desconfianza de los responsables del lugar’. Uno de ellos expresó haber planteado lo anterior al ‘Sr. Fabián’, sin obtener respuesta alguna” (fs. 7).

El magistrado instructor señaló que los trabajadores contaban con un día franco por semana –el día domingo— y que “… aquél con más antigüedad refirió que la remuneración recibida alcanzaría la suma aproximada de $3.300 por mes, mientras otro de ellos refirió que su haber era de $2.200 mensuales”. Asimismo, salvo uno de los referidos trabajadores, los restantes cobrarían de forma irregular o “en negro”, firmando un cuaderno al momento de recibir el dinero en mano (fs. 7).

Puso asimismo de manifiesto que “… uno de los trabajadores expresó que [la cena] era provista por parte de su pareja responsable del lugar, sin costo alguno. Los dos trabajadores restantes expresaron que ellos debían proveerse de los alimentos: uno de ellos se llevaba comida de su casa y el restante, de reciente incorporación, manifestó que según lo prometido por su empleador, se le abonaría la suma de $90 pesos semanales en concepto de refrigerio. Por último, expresaron que los trabajadores contaban con un tiempo para cenar a las 22:00 hs., que a posterior podían tomarse una hora y media de descanso, durante la cual dormían y que serían únicos sostén de familia y tendrían hijos a cargo” (fs. 7/7vta.).

Asimismo, se les imputó a Dong Soo Jang y a Choi Kyuhak el haber empleado a residentes ilegales –P.J.G.L. y J.C.M.Q.— con el objeto de facilitar su residencia en dicho carácter y obtener así un beneficio económico a través del aprovechamiento laboral diagramado como “política de empresa” (fs. 7vta.).

En base a esas imputaciones, el magistrado instructor, a la hora de dictar el procesamiento de Dong Soo Jang y Choi Kyuhak, encuadró las conductas descriptas en los tipos penales de reducción a la servidumbre (art. 140 del Código Penal), en concurso ideal con facilitación de la permanencia ilegal de extranjeros (art. 117 de la ley 25.871).

Habiendo sido expuestos, en lo medular, los extremos corroborados por el juez de instrucción al momento de procesar a Dong Soo Jang y Choi Kyuhak, cabe, seguidamente, señalar los argumentos expuestos por el a quo en oportunidad de dictar el sobreseimiento de los nombrados –responsables del taller de E..... 422– por no encuadrar los hechos a ellos atribuidos en una figura legal (art. 336, inc. 3º C.P.P.N.).

En este sentido, la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, resaltó que dicho establecimiento contaba con una habilitación municipal de fecha 19 de abril de 2011, otorgada mediante expte. 546891, carpeta 57167, a nombre de Choi Kyuhak, la cual fue exhibida al momento del allanamiento (fs. 75vta.).

Además, valoró el a quo que del informe confeccionado por la AFIP a fs. 386/389 se desprende que la razón social “Choi Kyuhak” tenía domicilio fiscal declarado en la calle E..... 422 de la C.A.B.A., siendo su condición frente a ese organismo “como inscripta al Régimen General y activa en Seguridad Social” y que las consultas realizadas sobre el inmueble en cuestión coincidían con la actividad comercial declarada (fabricación de suéteres y artículos similares de punto).  

Señaló asimismo como relevante que la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Víctimas del Delito de Trata entrevistó a los trabajadores de ambos talleres y concluyó que “no surgía la necesidad de acoger a ninguna persona a resguardo de la citada oficina gubernamental, y que elevaría el informe respectivo al Magistrado actuante, no habiendo indicadores de una infracción a la ley 26.364” (fs. 76).

Destacó, por lo demás, que “… todos los trabajadores residían en sus domicilios particulares y que asistían al trabajo por sus propios medios; que todos ellos percibían sus respectivos sueldos (entre $3.200 y $2.200); que todos los empleados llegaron a trabajar a las fincas por recomendación de amigos o gente conocida que se desempeñaba en la industria textil; que ninguno de ellos ingresó al país con la finalidad de trabajar en alguno de los talleres en cuestión; que todos refirieron haber trabajado en otros establecimientos con anterioridad; que la jornada comprendía las horas extras trabajadas; que la jornada se veía disminuida por las interrupciones para cenar y descansar (en un lapso de 2 horas por turno); que ninguno denunció malos tratos por parte de los responsables de los talleres; que no existían vínculos entre el taller de la calle E..... 422 y el de E..... 432; que las condiciones de trabajo, al margen de las irregularidades administrativas observadas, no daban cuenta de una situación de explotación laboral; que las condiciones edilicias y de higiene observadas en los talleres eran dignas (existencia de baños para hombres y mujeres en buenas condiciones de mantenimiento e higiene, instalaciones eléctricas en buenas condiciones, salón de trabajo de dimensiones extensas, etc)” (fs. 76).

Por último, en presencia de los elementos reseñados, la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal consideró que si bien los trabajadores de ambos talleres se desempeñaban al margen de ciertas disposiciones laborales y de seguridad social, no se verifica en autos una situación de explotación laboral o condición análoga. Agregó que no advirtió en autos la implementación de mecanismos ilegales de captación de inmigrantes, ni otros actos dirigidos al aseguramiento o protección de la permanencia de esos individuos en el país, con la finalidad de obtener un beneficio económico diagramado como “política de empresa”. Tampoco estimó corroborado el a quo que los imputados hayan aprovechado la situación de vulnerabilidad de los trabajadores y los hayan sometido a condiciones de trabajo indignas, conforme lo requieren las normas aplicadas.

Reseñado cuanto antecede, encuentro que el a quo realizó un análisis parcializado y fragmentado de las constancias obrantes en autos, omitiendo evaluar elementos probatorios relevantes para la solución del caso.

En este sentido, cabe destacar lo consignado en el informe de la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas damnificadas por el delito de Trata, en el sentido de que “[l]os trabajadores coincidieron en que una vez finalizado el ingreso del turno noche, a las 20.30 hs. aproximadamente, los responsables del lugar se retirarían, cerrando la puerta de ingreso al inmueble, llevando consigo la llave. Expresaron también que a las 07.30 hs. uno de los dos hombres regresaban al taller para abrir la puerta y así permitir el egreso de los trabajadores del turno noche y el ingreso de los del turno de día”. Surge del informe, asimismo, que los trabajadores tenían indicación de llamar al Sr. Fabián en caso de que ocurriese algún accidente. Sin embargo, la oficina del taller se hallaba cerrada con una traba y, por lo tanto, los trabajadores no tenían acceso a la misma, donde se encontraba un teléfono para efectuar las llamadas. (fs. 411/412 del expte. principal).

Conforme surge del informe de la Oficina de Rescate mencionada, resulta “… de vital importancia señalar que al arribo del equipo profesional y las fuerzas de seguridad personal, la puerta de acceso a los dos talleres se encontraba cerrada con llave. En el caso del taller 432, fue oportunamente abierta por el encargado del lugar, pero en el taller con numeración 422 fue necesario que los efectivos utilizaran la fuerza para romper el cerrojo y de esta forma ingresar a la oficina del taller, donde funcionaría la administración del mismo, la cual también se encontraba cerrada con pasador desde el interior, por tanto los trabajadores no tendrían acceso a la misma para utilizar el teléfono de línea, ni para abrir la puerta de salida al exterior. La otra vía de salida a la calle es un portón metálico de amplias dimensiones, por el cual tampoco se podría salir. Todos los trabajadores expresaron su descontento con la situación descripta, pero a la vez la necesidad de mantener el empleo contribuyó a que aceptasen esta imposición que afecta gravemente sus derechos y representa un riesgo latente de muerte en caso de producirse un accidente, incendio u otra situación urgente” (fs. 420).

Advierto, asimismo, que el a quo valoró como dirimentes, en forma aislada, circunstancias que no obstan la configuración delictual de las conductas bajo análisis. En este sentido, el hecho de que el taller de la calle E..... 422 contara con una habilitación municipal o que la razón social “Choi Kyuhak” tenga ante la AFIP la condición de “inscripta al Régimen General y activa en Seguridad Social”, así como que de las consultas efectuadas sobre el inmueble surgiera que su actividad comercial coincide con la declarada, no excluye que los imputados Dong Soo Jang y Choi Kyuhak hayan incurrido en los delitos previstos en el art. 140 C.P. y art. 117 de la ley 25.871, por los cuales el magistrado instructor había procesado a los nombrados. En esta dirección, no corresponde confundir el satisfactorio cumplimiento de requisitos formales para el funcionamiento de un establecimiento comercial con las circunstancias de hecho que acontecen en el mismo, las cuales pueden resultar configurativas de conductas delictivas, supuesto, este último, que no fue debidamente descartado por el tribunal de mérito a la luz de una valoración global de los elementos de juicio obrantes en autos.

En tal sentido, es dable destacar que “[e]l sobreseimiento exige un estado de certeza sobre la existencia de la causal en que se fundamenta. Procede cuando el tribunal no le quede duda acerca de la extinción de la pretensión penal, de la falta de responsabilidad del imputado o de que debe ser exento de pena” (CLARIA OLMEDO, Jorge, Derecho Procesal Penal, Tomo III, Rubinzal–Culzoni Editores, Santa Fe, 2001, p. 16). La necesidad de certeza negativa para sobreseer a una persona con respecto a determinado hecho resulta un mandato procesal esencial (CSJN, M.1232.XLIV, “Menéndez, Luciano Benjamín y otros s/ denuncia Las Palomitas – Cabeza de Buey s/ homicidio, privación ilegítima de la libertad y otros”, rta. el 26/9/2012).

La condición de migrantes de los trabajadores, el irregular estatus migratorio de algunos de ellos, su delicada situación socio-económica, el exiguo salario que percibían por su trabajo, las prolongadas horas de trabajo diurnas y nocturnas a las que estaban condicionados, la precaria situación de trabajo informal a la que se hallaban sometidos, la situación de encierro que sufrían en el ámbito laboral y que limitaba su libertad ambulatoria, la limitación impuesta al acceso a medios de comunicación –por ejemplo, el teléfono que se encontraba en una oficina bajo llave– y el riesgo latente de muerte en caso de accidente por la situación de encierro, son elementos que, valorados íntegramente, no permiten, a esta altura del proceso, adoptar un temperamento desvinculatorio, tal como lo hizo el a quo, sino que, por el contrario, resultan suficientes para el dictado del procesamiento respecto de los imputados.
En definitiva, del estudio de las presentes actuaciones surge que el decisorio impuganado posee una fundamentación aparente, toda vez que el a quo omitió la valoración de elementos relevantes para la solución del caso. Así, no se advierte debidamente fundada la existencia del estado de certeza negativo que requiere el art. 336 del C.P.P.N.  Por el contrario, la valoración integral del plexo probatorio reunido durante la pesquisa –tal como lo hizo el magistrado instructor– amerita, en esta etapa del proceso, y con el grado de convicción requerido para dictar el procesamiento, mantener el temperamento adoptado por el juez de instrucción respecto de las conductas achacadas a Dong Soo Jang y a Choi Kyuhak, en base a los tipos penales identificados por el magistrado a cargo de la pesquisa al procesar a los nombrados (arts. 140 del Código Penal y 117 de la ley 25.871) 
–siendo esta calificación legal meramente provisoria y pudiendo variar a lo largo del proceso–. 
Por lo expuesto, considero que el decisorio recurrido debe ser revocado en cuanto dictó el sobreseimiento de Dong Soo Jang y Choi Kyukak, debiendo estarse al procesamiento de los nombrados oportunamente dictados por el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal nº 9 de esta ciudad.

III. A fin de abordar los hechos relacionados al taller sito en la calle E..... 432 de esta ciudad, resulta pertinente, tal como fue realizado en el acápite precedente, tomar en consideración las circunstancias valoradas por el magistrado de instrucción a la hora de decretar los procesamientos sin prisión preventiva de Che Ziyin y Li Chengguo a fs. 1/20 del presente incidente, los cuales fueron posteriormente revocados por el a quo, dictando respecto de ellos el sobreseimiento (fs. 74/77); resolución esta última que fue impugnada ante esta instancia por el Ministerio Público Fiscal.

En esta dirección, se imputó a los nombrados ser propietarios y/o encargados del taller de costura ubicado en la calle E..... nº 432 de esta ciudad, lugar en el que se encontraban trabajando cinco personas, una de ellas menor de edad, quienes habrían sido acogidos y/o recibidos con fines de explotación laboral, abusando de su situación de vulnerabilidad (fs. 7vta.).

Tuvo en cuenta el magistrado instructor a la hora de dictar los procesamientos de Ziyin y Chengguo que de las entrevistas realizadas por la profesional de la Oficina de Rescate y Acompañamiento a Personas Damnificadas por el delito de Trata del Ministerio de Justicia de la Nación, se desprende que los trabajadores que se desempeñaban en el taller de mención –K.A.A.P., P.R.R., J.M.C.L., L.L.B. y E.N.S.— son extranjeros provenientes de países limítrofes, quienes abandonaron su país de origen en busca de mejores oportunidades laborales, pero dada su condición de migrantes, la escasa educación formal, la ausencia de documentación argentina en algunos casos, hijos y otros familiares a su cargo, entre otros factores, se ven compelidos a aceptar empleos en condiciones de precariedad.

Del mismo informe surge que en el lugar trabajarían ocho personas en total, divididas equitativamente en dos turnos: diurno y nocturno. El primero se desarrollaría desde las 07:30hs. hasta las 19:30hs., mientras que el turno de noche comprendería desde las 19:30hs hasta las 07:30 del día siguiente. Asimismo, establece el informe de mención, que el encargado del taller permanecía en el lugar en ambos turnos, ya que residiría en la vivienda ubicada en la planta superior, que no conversaba habitualmente con los trabajadores y sería quien les abriría la puerta de acceso al lugar, quien controlaría los gastos de trabajo y abonaría los sueldos. Dichos salarios, señaló el juez instructor, oscilan entre los 2.500 pesos y 1.200 según las tareas y antigüedad de los trabajadores (fs. 8).

Valoró asimismo que todos los trabajadores mencionaron que los haberes que recibían eran “muy bajos”, por lo que habían solicitado aumentos de sueldo que todavía no se habían efectivizado. Asimismo, puso de relieve las conclusiones del informe confeccionado por la  Oficina de Rescate y Acompañamiento a Personas Damnificadas por el delito de Trata del Ministerio de Justicia de la Nación que obra a fs. 409/421 del expte. principal, señalando que en el horario nocturno los trabajadores tendrían media hora para cenar y un descanso de media hora para tomar café. En el horario diurno tendrían quince minutos para desayunar, media hora para el almuerzo y quince minutos para tomar café. Además, todos los trabajadores serían sostenes de hogares y tendrían hijos a cargo y uno de ellos debía realizar giros de dinero a su familia que residía en el exterior (fs. 8). 

En esta dirección, el juez a cargo de la pesquisa puso de manifiesto que “… en la inspección llevada a cabo el día 25 de febrero del año 2011, por personal a cargo de AFIP, en el taller de mención –que dio origen a las presentes actuaciones—, fueron atendidos por Che Ziyin y luego de que éste opusiera resistencia a su ingreso, en el piso superior del inmueble hallaron una habitación cerrada con llave en la que se encontraban tres personas en silencio. Indicaron, conforme se desprende de fojas 2, que ‘… luego de resistencia por parte del contribuyente, éste accede a abrir la puerta de la habitación, observando en su interior la presencia de tres personas en absoluto silencio’”. Dichas personas fueron identificadas como D.R.G., N.Á.R. e I.C.C. (fs. 8/8vta.).

Asimismo, se les imputó a Che Ziyin y Li Chengguo “[e]l haber empleado, a residentes ilegales –N.Á.R., D.Y.R.G., J.M.C.L. y C.E.N.S.— con el objeto de facilitar su residencia en dicho carácter y obtener así un beneficio económico a través del aprovechamiento laboral diagramado como ‘política de empresa’” (fs. 8vta.).

Las conductas imputadas a Che Ziyin y Li Chengguo fueron calificadas por el juez de instrucción como configurativas de los delitos de reducción a la servidumbre –ocho casos– en concurso ideal con trata de personas menores de edad agravado por mediar abuso de una situación de vulnerabilidad –un caso– en concurso ideal con facilitación de la permanencia ilegal de extranjeros (arts. 140 y 145ter del Código Penal y art. 117 de la ley 25.871).

Para revocar los procesamientos dictados respecto de Che Ziyin y Li Chengguo, el a quo adoptó análogos argumentos que los utilizados para arribar al sobreseimiento de Jang Dong Soo y Choi Kyuhak. Así, tomo en consideración que los trabajadores residían en sus domicilios particulares, que asistían al trabajo por sus propios medios, que percibían salarios de entre $2.200 y $3.200, que llegaron a trabajar por recomendación de amigos o conocidos y que no ingresaron al país con la finalidad de trabajar en alguno de los talleres en cuestión. Asimismo, el a quo destacó que las presuntas víctimas refirieron haber trabajado con anterioridad, que los mismos contaban con tiempo para cenar y descansar, que no denunciaron males tratos, que no existía relación entre ambos talleres textiles –el de E..... 422 y E..... 432—, que las condiciones de trabajo no daban cuenta de una situación de explotación laboral y que las condiciones edilicias y de higiene observadas en los talleres eran dignas (fs. 76 del incidente de apelación).
Asimismo, respecto del menor K.A.A.P. de 16 años de edad, quien fue hallado trabajando en la finca de la calle E..... 342, el a quo valoró que el mismo se desempeñaba en condiciones migratorias regulares, pues obtuvo residencia permanente en el país. Además, tomó con consideración el tribunal de la anterior instancia que al momento del allanamiento, el menor se encontraba acompañado por su tío, con quien regresó a su hogar luego del operativo. Agregó que K.A.A.P. manifestó encontrarse trabajando en el taller en virtud del nacimiento de su hijo, lo cual tornaba necesaria la percepción de un sueldo fijo (fs. 76).

 Considero que en este caso, tal como sucede respecto del hecho analizado en el acápite precedente ––hecho relacionado al taller sito en E..... 422–, el a quo efectuó una valoración fragmentada y parcializada de la prueba, omitiendo efectuar una evaluación integral de las constancias de la causa.

Así, no puede soslayarse lo señalado por la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata en el sentido de que “… es de destacar que todos los trabajadores son extranjeros provenientes de países limítrofes, quienes abandonaron sus países de origen en busca de mejores oportunidades laborales, pero dada su condición de migrantes, la escasa educación formal, la ausencia de documentación argentina en algunos casos, hijos u otros familiares a cargo, entre otras causas, se ven compelidos a aceptar empleos en condiciones de precariedad” (fs. 420).

Asimismo, en lo que respecta al menor que allí se encontraba trabajando –K.A.A.P.— es dable poner de relieve que, conforme surge del informe referido, “… siendo menor de edad tuvo que abandonar sus estudios secundarios y comenzar a trabajar realizando ‘changas’ para mantener a su novia y a su hija de un año de edad. De este modo arribó al taller allanado intentando buscar un sostén económico que diera a su familia una mínima estabilidad económica” (fs. 420).

También se advierte que los salarios percibido en el taller sito en la calle E..... 432 eran menores a lo consignado por el a quo en su análisis. Así, “[l]os trabajadores percibían diferentes salarios según la tareas y antigüedad en el taller allanado. El Sr. J.L.L.B. refirió ser ‘maquinista’ y recibir una remuneración de $2.500 (pesos dos mil quinientos) por mes, mientras que el Sr. C.E.N.S., manejaría una máquina rebanadora de hilo. Mencionó que su haber sería de $1.400 (pesos mil cuatrocientos) mensuales. Los ‘ayudantes’ cobrarían $1.200 (pesos mil doscientos). Señalaron asimismo que percibían un ‘incentivo’ de $300 (pesos trescientos) por no faltar. Todos mencionaron que los haberes que recibían eran ‘muy bajos’ por lo que habían solicitado aumentos de sueldo que todavía no se habían efectivizado” (fs. 417).

La valoración global de los elementos aquí reseñados, los que fueron debidamente valorados por el magistrado instructor, no permiten descartar, a esta altura del proceso, y con el grado de convicción requerido para el dictado de un procesamiento, que el menor A.P. se encontrara en una situación de vulnerabilidad que fuera aprovechada por Che Ziyin y Li Chengguo para proceder a su explotación laboral. 

Asimismo, la condición de migrante de los trabajadores, la irregular situación migratoria de algunos de ellos, su delicada situación socio-económica, el exiguo salario que percibían por su trabajo, las prolongadas horas de trabajo diurnas y nocturnas a las que estaban condicionados y la precaria situación de trabajo informal a la que se hallaban sometidos son elementos que, valorados íntegramente, no permiten, a esta altura del proceso, adoptar un temperamento desvinculatorio, tal como lo hizo el a quo, sino que, por el contrario, resultan suficientes para el dictado del procesamiento respecto de los imputados.  

Así, los sobreseimientos de los responsables del taller sito en la calle E..... 432 no resultan ajustados a derecho, pues una valoración integral de las constancias de la causa permite tener por acreditado, con el grado de convicción requerido en esta etapa del proceso para el dictado del procesamiento, las conductas endilgadas a Che Ziyin y Li Chengguo en base a los tipos penales identificados por el juez de instrucción al procesar a los nombrados (arts. 140 y 145 ter del Código Penal y 117 de la ley 25.871) –siendo esta calificación legal meramente provisoria y pudiendo variar a lo largo del proceso–. 
Por lo expuesto, considero que el decisorio recurrido debe ser revocado en cuanto dictó el sobreseimiento de Che Ziyin y Li Chengguo, debiendo estarse al procesamiento de los nombrados oportunamente dictados por el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal nº 9 de esta ciudad.

IV. Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal a fs. 79/88 y revocar la resolución de fs. 74/77 en cuanto resolvió sobreseer a Che Ziyin, Li Chengguo, Choi Kyuhak y Jang Dong Soo, debiendo estarse al procesamiento oportunamente dictado respecto de los nombrados. Sin costas (fs. 530 y 531 C.P.P.N.).


El señor juez Gustavo M. Hornos dijo: 



Las presentes actuaciones se iniciaron a raíz de la denuncia efectuada por Marcelo Colombo, titular de la Unidad Fiscal de Asistencia en Secuestros Extorsivos y Trata de Personas (UFASE) en la que sostuvo que en el domicilio de la calle E..... 432, Flores, de esta ciudad, funcionaba un taller textil en posible infracción de las leyes 25.871 y 26.364. 



En dicha presentación, manifestó que tomó conocimiento de los hechos denunciados en virtud de las actas confeccionadas por funcionarios de la Administración Federal de Ingresos Público (AFIP), de la Dirección Nacional de Migraciones y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de donde surgía que, en el marco de una inspección propia de sus funciones, encontraron en aquél inmueble un taller textil, y en el piso superior, una habitación cerrada con llave en la que había tres personas en absoluto silencio, identificadas como D.R.G., N.Á.R. e I.C.C., (las dos primeras expresaron ser extranjeras, indocumentadas y residir allí).  



Luego, las tareas de investigación realizadas por personal policial sobre dicho domicilio permitieron observar que en el inmueble lindero situado en la calle E..... 422, también funcionaría un taller textil, por lo que el juez a cargo de la investigación ordenó allanamientos en ambas fincas, los que fueron realizados el 14 de octubre de 2011.



En el inmueble de la calle E..... 432, se constató la existencia de un taller textil dedicado a la confección de prendas de tejido de puntos, propiedad de Che Ziyin (conocido como “Franco”) y a cargo de Li Chengguo.



Asimismo, y si bien al momento del allanamiento se encontraban trabajando cinco personas extranjeros y provenientes de países limítrofes, se pudo determinar que allí trabajaban ocho personas en total, algunas en condiciones migratorias irregulares y entre ellas, un menor.



Por otro lado, y en el inmueble de la calle E..... 422, se determinó la existencia de un taller textil que era propiedad de Choi Kyuhak (conocido como “Fabián”) y estaba a cargo de Jang Dong Soo (conocido como “Cabezón”); que allí también trabajaban ocho personas en total divididas en dos turnos, algunas en condiciones migratorias irregulares. 



 En los procedimientos reseñados, intervinieron profesionales de la Oficina de Rescate y Acompañamiento de las víctimas quienes -a raíz de las entrevistas mantenidas en forma individual con los trabajadores- elaboraron un informe del cual se desprende que: si bien los talleres allanados no tendrían relación entre sí, en ambos casos se trataría de talleres dedicados a la fabricación de prendas de mujer; que en cada uno de ellos trabajarían ocho personas en total, divididas equitativamente en dos turnos: diurno y nocturno, de 7.30 a 19:30 horas y de 19:30 a 7.30 horas; que las personas que trabajaban allí percibirían sueldos que oscilaban entre los 2.200 y 3.300 pesos mensuales, que algunos trabajarían de manera irregular, es decir en “negro” y que algunos debían proveerse de alimentos. 



Asimismo, señalaron que “…la puerta de acceso a los dos talleres se encontraba cerrada con llave. En el caso del taller 432, fue oportunamente abierta por el encargado del lugar, pero en el taller con numeración 422 fue necesario que los efectivos utilizaran la fuerza para romper el cerrojo y de esta forma ingresar a la oficina del taller, donde funcionaría la administración del mismo, la cual también se encontraba cerrada con pasador desde el interior, por tanto los trabajadores no tendrían acceso a la misma para utilizar el teléfono de línea, ni para abrir la puerta de salida al exterior. La otra vía de salida a la calle es un portón metálico de amplias dimensiones, por el cual tampoco se podía salir” (cfr. fs. 409/422).



Cabe mencionar que también indicaron que los trabajadores expresaron que la necesidad de mantener el empleo contribuyó a que aceptasen dichas condiciones de trabajo pues son extranjeros provenientes de países limítrofes, que abandonaron su país de origen en busca de mejores oportunidades laborales, pero dado su condición de migrantes, la escasa educación formal, la ausencia de documentación argentina en algunos casos, hijos u otros familiares a su cargo, se vieron compelidos a aceptar empleos en condiciones de precariedad. 



Así, y en virtud de los elementos probatorios colectados en autos, el Juzgado Federal interviniente dispuso el procesamiento sin prisión preventiva de los imputados.



Respecto de los hechos relacionados con la situación del taller textil que funcionaba en la calle E..... 422, se procesó a Choi Kyuhak y a Li Chengguo en orden a los delitos de reducción a la servidumbre -ocho casos- en concurso ideal con trata de personas menores de edad agravado por mediar abuso de una situación de vulnerabilidad -un caso- en concurso ideal con facilitación de la permanencia ilegal de extranjeros (arts. 140 y 145 ter del C.P. y art. 117 de la ley 25.871).   



Respecto de los hechos relacionados con la situación del taller textil que funcionaba en la calle E..... 432 se procesó a Dong Soo Jang y a Choi Kyuhak por el delito de reducción a la servidumbre -tres casos- en concurso ideal con el de facilitación de la permanencia ilegal de extranjeros (art. 140 del C.P. y art. 117 de la ley 25.871).  



Dicho pronunciamiento fue recurrido por la defensa de los imputados, oportunidad en la que la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, con fecha 29 de marzo de 2012 en el marco de la causa nº 46.692, revocó el procesamiento dictado por el juez interviniente y sobreseeyo a Che Ziyin, Li Chengguo, Choi Kyuhak y Jang Dong Soo en orden a los hechos por los cuales habían sido pasivamente legitimados, por no encuadrar en la figura legal (cfr. fs. 74/77); pronunciamiento que se encuentra a estudio de esta Sala.  



Para así decidir sostuvo que “…el establecimiento a cargo de Choi Kyuhak (E..... 422) contaba con una habilitación municipal de fecha 19 de abril de 2011, otorgada mediante expte. 546891, carpeta 57167, a nombre de Choi Kyuhak, CUIT 20-94480335-2, la cual fue exhibida al momento del allanamiento (fs. 394/395). Asimismo, del informe confeccionado por la AFIP a fs. 386/389 se desprende que: la razón social “Choi Kyhuak” tenía domicilio fiscal declarado en la calle E..... 422 de la C.A.B.A. siendo su condición frente a ese organismo “como inscripta el Régimen General y activa en Seguridad Social”; y que las consultas realizadas sobre el inmueble coincidían con la actividad comercial declarada (Fabricación de suéters y artículo similares de punto, código 173020)” (fs. 75 vta.). 



Asimismo ponderó que los trabajadores residían en sus domicilios particulares y asistían al trabajo por sus propios medios; que todos percibían sueldos entre 3.300 y 2.200 pesos; que ninguno de ellos ingresó al país con la finalidad de trabajar en alguno de los talleres en cuestión; que ninguno denunció malos tratos por parte de los responsables de los talleres; que las condiciones de trabajo -al margen de las irregularidades administrativas observadas-no daban cuenta de una situación de explotación laboral y que las condiciones edilicias eran dignas (fs. 76). 



Concluyó que si bien podría suponerse que los trabajadores de ambos talleres se desempeñaban al margen de ciertas disposiciones laborales y de seguridad social, lo cierto es que no se verifica en autos una “situación de explotación laboral o condición análoga”. No se advierte en el caso la implementación de mecanismos ilegales de captación de inmigrantes, ni otros actos dirigidos al aseguramiento o protección de la permanencia de esos individuos en el país, con la finalidad de obtener un beneficio económico diagramado como “política de empresa”. Tampoco existen razones para suponer que los imputados hayan aprovechado la situación de vulnerabilidad de los trabajadores y los hayan sometido a condiciones de trabajo indignas, conforme lo requieren las normas aplicadas” (cfr. fs. 76/76 vta.). 
Finalizó sosteniendo que “…la clara ausencia de esos requisitos, más allá de las sanciones de carácter administrativo que pudieran corresponder aplicar al caso, permite sostener, con certeza negativa, que los hechos aquí investigados no encuadran en la figura legal -conf. art. 140 y 145 ter del C.P., art. 117 de la ley 25.871 y art. 336, inciso 3 del C.P.P.N.-“ (cfr. fs. 76 vta.). 

Ahora bien, de la lectura de la resolución recurrida por el señor Fiscal General se advierte que el “a quo” efectuó una errónea valoración de la prueba colectada en autos que impide tener por configurada la certeza negativa que se requiere para el dictado del sobreseimiento dispuesto.  

En efecto, el “a quo” sólo realizó una ponderación parcializada de las pruebas obrantes en las presentes actuaciones en relación a los sucesos investigados, omitiendo, sin fundamentación válida alguna, considerar las entrevistas efectuadas por las profesionales de la Oficina de Rescate y Acompañamiento a Personas damnificadas por el Delito de Trata de las víctimas en cuanto sostuvieron que las personas que se encontraban trabajando en los talleres textiles son extranjeros, provenientes de países limítrofes, que abandonaron su país en busca de mejores oportunidades laborales, pero dada sus escasos recursos, la ausencia de documentación y la falta de educación, se encuentran en un estado de vulnerabilidad y se ven “obligados” a aceptar empleos en condiciones de precariedad. 

También de dicho informe se desprende que si bien algunos trabajadores habían ingresado al taller mediante recomendaciones o contactos de gente conocida, existía la posibilidad de asistir a un lugar donde los empleadores iban en búsqueda de personal para desempeñarse en los talleres, circunstancia que no ha sido tenida en cuenta por el tribunal “a quo”.    
Asimismo, cabe destacar que el tribunal de mérito ha omitido valorar las declaraciones de los trabajadores en cuanto manifestaron su disconformidad con la situación de encierro en la que se encontraban pues -según relataron- cuando el encargado del taller se retiraba al finalizar el turno diurno -19:30 horas- cerraba con llave el portón metálico del frente del taller del inmueble de la calle 422 y la oficina donde ellos se encontraban, de modo que era imposible salir de allí.

En tal sentido, tampoco consideró lo expuesto por la Oficina de Rescate en cuanto informó que, al arribar a los inmuebles donde se encontrarían los talleres, la puerta de acceso de ambos se encontraban cerrada con llave, siendo que en la finca ubicada en la calle E..... 422 fue necesario que los efectivos utilizaran la fuerza para romper el cerrojo e ingresar al taller, que también se encontraba cerrado con un pasador desde el interior, razón por la cual los trabajadores no podrían salir del lugar donde se encontraban.

Por otro lado y en relación a los delitos que se investigan en los presentes actuados, advierto que el “a quo” -para dictar el sobreseimiento cuestionado- ha valorado de manera asilada elementos tales como la habilitación municipal que tenía uno de los inmuebles, la percepción de un salario (aunque bajo), el modo de ingreso al taller textil por parte de los trabajadores que no obstan a la configuración de los delitos investigados en los presentes actuados. 

Asimismo, el “a quo” omitió considerar otros elementos como la condición de migrantes irregulares de algunos de los trabajadores, los bajos recursos con los que contaban, el estado de vulnerabilidad  en el que se encontraban en virtud la situación económica que atravesaban, la necesidad de trabajar para seguir siendo el sostén económico del grupo familiar, la precaria situación laboral, la duración de las horas de trabajo, el bajo sueldo percibido por la jornada laboral, entre otros que -ponderadas de manera global y esta altura del proceso- se presentan como suficientes para continuar con la investigación.   

En consecuencia, entiendo que el fallo traído en revisión no constituye un acto jurisdiccional válido. Por ende, de acuerdo a cuanto sostiene el señor Fiscal General, concluyo que la sentencia no presenta fundamentación suficiente. 

Por último, corresponde señalar que el análisis probatorio debe ser realizado desde la perspectiva que ha propuesto la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en cuanto sostuvo que la situación de vulnerabilidad hace referencia a una situación en la que la persona es más propensa a brindar su conformidad a ser explotado, y el abuso de esa situación ocurre cuando el autor usa intencionalmente o se aprovecha de la vulnerabilidad de la víctima para captarla, transportarla, trasladarla, acogerla o recibirla con el fin de explotarla, de modo que la persona crea que someterse a la voluntad del abusador es la única alternativa real o aceptable que dispone y que resulte razonable que crea eso a la luz de la situación (cfr. “Nota orientativa sobre el concepto de ‘abuso de una situación de vulnerabilidad’ como medio para cometer el delito de trata de personas, expresado en el artículo 3 del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”). 

Es que la vulnerabilidad de la víctima obedece a distintas razones que, según se ha definido en el documento de Naciones Unidas antes citado, puede ser: personal (por ej. una discapacidad física o psíquica), geográfica (porque la persona se encuentra en situación irregular en un país extranjero, social o lingüísticamente aislada) o circunstancias (por ej. desempleo, penuria económica). 

Asimismo, en las “Reglas de Brasilia sobre el acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad” (Cumbre Judicial Iberoamericana de Brasilia, marzo de 2008), a las que adhirió la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Acordada Nro. 5/2009), en donde se estableció que “se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico […] Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad. La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico” (Capítulo 1, sección segunda) (cfr. mi voto en la causa nº 14.449, “CÓRDOBA, Jorge Raúl y otro s/recurso de casación”, reg. nº 2663/12, rta. el 28/12/2012, causa nº 14.792, “VERGARA, Miguel Ángel s/recurso de casación”, reg. nº 2391/12, rta. el 13/12/2012, entre otras).
En conclusión, sobre la base de las consideraciones señaladas, adhiero a la solución propuesta por el doctor Mariano Hernán Borinsky de hacer lugar al recurso de casación interpuesto, revocar la resolución recurrida, debiendo estarse al procesamiento oportunamente dictado respecto de los nombrados. Sin costas en la instancia. 

         Por ello, en mérito del acuerdo que antecede, el Tribunal, por mayoría; 

RESUELVE:
     I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal y REVOCAR la resolución de fs. 74/77 en cuanto resolvió sobreseer a Che Ziyin, Li Chengguo, Choi Kyuhak y Jang Dong Soo, debiendo estarse al procesamiento oportunamente dictado respecto de los nombrados. Sin costas (fs. 530 y 531 C.P.P.N.).
    II. TENER PRESENTE la reserva del caso federal.


    Regístrese, notifíquese y oportunamente comuníquese a la Dirección de Comunicación Pública de la Corte Suprema de Justicia de la Nación a través de la Secretaría de Jurisprudencia de esta Cámara (Acordada nº 15/13, CSJN). Remítase la causa al Tribunal de origen, sirviendo la presente de atenta nota de envío.

        JUAN CARLOS GEMIGNANI

MARIANO HERNÁN BORINSKY                                 GUSTAVO M. HORNOS 
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